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EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CÁCERES

COMISIÓN INFORMATIVA DE URBANISMO, PATRIMONIO, CONTRATACION Y SEGUIMIENTO EMPRESARIAL

ACTA
SESIÓN: EXTRAORDINARIA
FECHA: jueves 22 de febrero de 2018 

ASISTENTES: Presidente: D. VALENTIN PACHECO POLO (PP) 
Vocales:         Dª  MARIA MONTAÑA JIMENEZ ESPADA (PP)

D. RAUL RODRÍGUEZ PRECIADO (PP)

D. ANDRÉS LICERÁN GONZALEZ (PSOE)

D. JOSE RAMON BELLO RODRIGO (PSOE)

D. ANTONIO MARIA IBARRA CASTRO (C´S) 

D. ILDEFONSO CALVO SUERO (CAC)

Secretario:      D. JUAN MIGUEL GONZALEZ PALACIOS

Técnicos asesores: D. FERNANDO PEDRAZO POLO (Jefe Servicio Jurídico Urbanismo)
Por el Sr. Presidente se abre la sesión siendo las once horas y quince minutos del día veintidós de febrero de dos mil dieciocho, jueves. Asiste el Director de la Oficina de Desarrollo Urbano, D. Francisco José Leza Pérez. 

        ORDEN DEL DÍA
                                                      CONTRATACION 

1º.-
Aprobación del expediente del contrato sujeto a regulación armonizada de servicios de conservación, mantenimiento y vigilancia de los espacios verdes, arbolado viario, áreas de juego infantiles, fuentes públicas y otros elementos del término municipal de Cáceres. 

Se presenta a la Comisión la Aprobación del expediente del contrato sujeto a regulación armonizada de servicios de conservación, mantenimiento y vigilancia de los espacios verdes, arbolado viario, áreas de juego infantiles, fuentes públicas y otros elementos del término municipal de Cáceres, tramitada a instancias de este Ayuntamiento (Expdte. CON-SERV-0025-2017). El Pleno de la Corporación de fecha 15 de febrero de 2018 dejó el asunto sobre la mesa al haberse incorporado modificaciones en el Pliego de Prescripciones Técnicas y no coincidir con el que incorporó al expediente que fue dictaminado favorablemente por la Comisión de Urbanismo y Contratación en sesión de 12 de febrero de 2018. Se trae de nuevo a esta Comisión para su dictamen con los pliegos ya corregidos. El informe emitido por el Secretario General de fecha 19 de febrero de 2018 dice literalmente: 

“Informe que emite  el Secretario General del Excmo. Ayuntamiento de Cáceres en el expediente para la contratación, por el procedimiento  abierto, del servicio  de conservación, mantenimiento y vigilancia de espacios verdes, arbolado viario, áreas de juegos infantiles, fuentes públicas y otros elementos del término municipal de Cáceres.

1). Legislación aplicable:

 
Viene determinada en los siguientes artículos:

· Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, en la redacción dada por las Leyes 11/999, de 21 de abril, Ley  57/2003, de 16 de diciembre y Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad Local.

·  Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, de 14 de  noviembre de 2011, modificado  por la Ley  14/2013, de 27 de septiembre de apoyo a los emprendedores y su internacionalización;  Ley 25/2013, de impulso de la factura electrónica y creación del registro contable de facturas en el Sector Público ; Ley 13/2014, de 14 de julio y Ley 40/2015.
· Reglamento General de Contratación de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1098/2001, de 12 de octubre.

·  Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley de Contrato del Sector Publico.

· Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes en materia de Régimen Local de 18 de abril de 1986.

 2).   Naturaleza del contrato.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 10 del TRCLSP, “son contratos de servicios aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o un suministro. A efectos de aplicación de esta Ley, los contratos de servicios se dividen en las categorías enumeradas en el Anexo II”. 

Estos contratos tendrán carácter administrativo, salvo los comprendidos en la categoría 6 del Anexo II y los que tengan por objeto la creación o interpretación artística o literaria y los de espectáculos comprendidos en la categoría 26 del mismo Anexo. (Artículo 20,1 TRLCSP).

Esta clase de contratos se regirán, en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos y extinción por  el TRLCSP y sus disposiciones de desarrollo; supletoriamente se aplicarán las restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado. 

 En este caso, estamos ante un contrato administrativo de servicios, encuadrable en la categoría I del Anexo II de dicho TRLCSP,    y que tiene por objeto servicios de mantenimiento y reparación.

 En cuanto a las normas especiales  de este tipo de contratos reguladas en los artículos 301 a  312, destacar las siguientes:

· No podrán ser objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejercicio de autoridad inherente a los poderes públicos.

· En el pliego de cláusulas administrativas se establecerá el sistema de determinación del precio de los contratos de servicios, que podrá estar referido a componentes de la prestación, unidades de ejecución o unidades de tiempo, o fijarse en un tanto alzado cuando no sea posible o conveniente su descomposición, o resultar de la aplicación de honorarios por tarifas o de una combinación de varias de estas modalidades.

· No podrán tener un plazo de vigencia superior a cuatro años, si bien podrá preverse en el mismo contrato su prórroga por mutuo acuerdo de las partes antes de la finalización de aquel, siempre que la duración total del contrato, incluidas las prórrogas, no exceda de seis años, y que las prórrogas no superen, aislada o conjuntamente, el plazo fijado originariamente.

 3). Procedimiento de adjudicación.

 La adjudicación se realizará, ordinariamente, utilizando el procedimiento abierto o el procedimiento restringido (articulo 138,2 TRLCSP). Solo en los supuestos  previstos en los artículos 170 (supuestos generales) y 174 (específicos del contrato de servicio)  de dicha Ley podrá seguirse el procedimiento negociado.

  En este caso, la tramitación del expediente es ordinaria y el procedimiento abierto previsto y regulado en los artículos 138,2 y 157 a 161 del TRLCSP.

El expediente es de regulación armonizada, de conformidad con lo previsto en los artículos 13 a 16 del TRLCSP al  ser su valor estimado  superior a la cuantía señalada en el artículo 16 de dicha Ley para el contrato de servicios,  debiéndose  publicar el anuncio de licitación en el  Diario Oficial de la Unión Europea  ( DOUE), y siendo  de aplicación los supuestos de nulidad y el régimen especial de revisión de decisiones en materia de contratación regulado en el Capítulo VI del título I de dicho Cuerpo Legal.

4). Órgano competente.

 Uno de los requisitos para la celebración de los contratos de las Administraciones Públicas es la competencia del órgano de contratación (artículo 51 TRLCSP), que se configura como un requisito necesario, sin el cual no puede celebrarse ninguno, y en caso de incumplimiento, sería causa de invalidez, conforme determina el articulo 32 en relación con el artículo 62 de la LRJPAC.

Según determina la Disposición Adicional 2ª del TRLCSP, “corresponde a los Alcaldes y a los Presidentes de las Entidades Locales las competencias como órgano de contratación respecto de los contratos de obras, de suministro, de servicios, de gestión de servicios públicos, los contratos administrativos especiales y los contratos privados cuando su importe no supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto ni, en cualquier caso, la cuantía de seis millones de euros, incluidos los de carácter plurianual cuando su duración no sea superior a cuatro años, siempre que el importe acumulado de todas sus anualidades no supere ni el porcentaje indicado, referido a los recursos ordinarios del presupuesto del primer ejercicio, ni la cuantía señalada .
 La duración del contrato es de cuatro años prorrogables por otros dos más, sin que su duración máxima, incluidas las prórrogas pueda exceder de seis años, correspondiendo, la competencia para aprobar el expediente de contratación y  el gasto, al Pleno de la Corporación exceder su duración, incluida las prórrogas,  de cuatro años.
Como órgano de contratación, le corresponde, la aprobación del expediente de contratación, disponiendo la apertura del procedimiento de adjudicación. Dicha resolución implicará también la aprobación  del gasto, conforme determina el artículo 110 del TRLCSP.

5).- Actuaciones administrativas preparatorias.

Según establece el  109 del TRLCSP, la celebración del contrato por parte de este Ayuntamiento requerirá la previa tramitación del correspondiente expediente, que se iniciará por el órgano de contratación motivando la necesidad del mismo en los términos previstos en el artículo 22 de dicha Ley. Al expediente se incorporarán el pliego de cláusulas administrativas particulares y el de prescripciones técnicas, el certificado de existencia de crédito y la fiscalización previa de la Intervención. En el expediente se justificará adecuadamente la elección del procedimiento y la de los criterios que se tendrán en consideración para adjudicar el contrato.    

6º).- Examen del pliego de cláusulas económico administrativas particulares. 

 Visto el pliego de cláusulas económico administrativas particulares  del servicio  CONSERVACION, MANTENIMIENTO Y VIGILANCIA DE ESPADCIOS VERDES, ARBOLADO VIARIO, AREAS DE JUEGOS INFANTILES, FUENTES PUBLICAS Y OTROS ELEMENTOS DEL TERMINO MUNIICIPAL DE CACERES,  se constata que contiene los extremos exigidos en el artículo 67 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Publicas y se ajusta a las prescripciones  del TRLCSP,  si  bien debemos realizar las siguientes observaciones:

1). Cláusula 5ª.  Financiación. Crédito presupuestario. Deberá informarse por la Intervención General sobre la existencia de crédito adecuado y suficiente en el vigente Presupuesto General del Gastos para la financiación del objeto de este contrato. La falta o insuficiencia de crédito conlleva la  nulidad del contrato.

2).  Cláusula 7.7 criterios base para la adjudicación del contrato. 
Por la Intervención Municipal deberá pronunciarse sobre las formulas aplicables para la valoración de las ofertas en  cifras o porcentajes, de acuerdo con los criterios reiteradamente establecidos por la  Junta Consultiva de Contratación y el  Tribunal de Cuentas.

 A estos efectos, debemos poner de manifiesto la posición del Tribunal de Cuentas sobre la aplicación de fórmulas inadecuadas para la valoración de los criterios económicos:

a). Fórmulas que puntuaban mejor a las ofertas que se aproximaran más a la media aritmética de todas las ofertas presentadas. Estas fórmulas resultaban antieconómicas al no puntuar mejor a la oferta más económica sino a la que se aproximara más a la media.

b). Fórmulas que valoraban el criterio del precio en función de la proporción existente entre las bajas económicas de todas las ofertas presentadas. EL Tribunal de Cuentas ha comprobado que la aplicación de este tipo de  fórmulas de valoración del criterio económico, puede dar lugar a resultados desproporcionados, de forma que diferencias mínimas en las bajas de las ofertas pueden producir grandes diferencias en las puntuaciones y, por lo tanto, no permiten una adecuada ponderación con los demás criterios de adjudicación, ya que pueden distorsionar la importancia del precio respecto del conjunto de los criterios.
 c) Fórmulas consistentes en aplicar grupos de puntuaciones o porcentajes fijos (por ejemplo, una puntuación para el mejor, otra para el mediano y otra para el peor), pero sin establecer proporción alguna entre los distintos tramos fijados. Como en el caso anterior (b), la aplicación de estas fórmulas pueden dar lugar a resultados absurdos, en cuanto que una mínima diferencia en la baja económica de las ofertas (aunque fuera de sólo un euro), permite obtener una gran diferencia en la puntuación, por lo que tampoco este método proporciona una adecuada ponderación del precio con los demás criterios de adjudicación.

 Sin perjuicio de lo anterior,  los criterios dependientes de un juicio de valor contenidos en el PCAP  son genéricos e imprecisos, no regulándose las reglas concretas   que deben regir para la aplicación de tales criterios.
3). Clausula 20º.  Revisión de precios.

Deberá fiscalizarse por la Intervención municipal la formula de revisión de precios por ser asunto de su competencia. 
 Es cuanto tengo que informar, no obstante, la  Corporación   resolverá lo que estime pertinente.”
El Sr. Licerán, del Grupo Socialista, indica que es conocida su posición sobre este contrato y sobre la dualidad existente en el servicio con personal dividido entre prestación directa e indirecta, siendo su grupo favorable a la remunicipalización del servicio, por lo que van a mantener su criterio y votar en contra. Además a la vista del pliego le surgen algunas dudas como son que como es posible aumentar funciones con el mismo número de trabajadores al no aumentarse la plantilla; que le parece que, al igual que en otras concesiones, las sanciones por infracciones e incumplimientos de contrato son muy bajas, lo que puede provocar que le salga rentable el incumplimiento; que como va a ser posible hacer el cierre de parques con el mismo número de vigilantes que antes; y finalmente que le parece que se obliga a que se apruebe el Plan director en seis meses nada más que para poder cumplir los compromisos del equipo de gobierno. 
El Sr. Ibarra, de Ciudadanos, manifiesta que les da igual que el servicio sea prestado de forma directa o indirecta porque lo importante es que se preste un servicio eficiente y lo más económico posible para el contribuyente, por lo que al estar ya incluidas las consideraciones hechas por el Interventor, considera que los informes son favorables y van a votar a favor. 

El Sr. Calvo, de CácERES TU, en primer lugar pide disculpas por haber manifestado que no se había hecho una valoración por el técnico municipal y que sí se había hecho. En segundo lugar considera que dada  la importancia del contrato y de su duración por seis años se debería haber esperado a adjudicarlo conforme a la nueva legislación de contrato que entrará en vigor en breve y que es mucho más garantista y con nuevos criterios de adjudicación más justos. Finalmente considera que la remunicipalización del servicio supondría a la vista de los informes un importante ahorro para las arcas municipales, por lo que van a votar en contra.  

La Sra. Jiménez, concejala de Medio Ambiente e Infraestructuras, responde que la empresa va a dedicar más personal para atender las mejoras y que si a los costes del informe se le suman las mejoras e inversiones, nuevas funciones y actualización de precios, saldría una cantidad que es básicamente el tipo de licitación por lo que considera que no hay ahorro con la remunicipalización. 

La COMISIÓN, por cuatro votos favorables de los tres miembros de Grupo Popular y del de Ciudadanos, y tres en contra de los dos miembros del Grupo Socialista y del de CácERES TU, por ser favorables a la remunicipalización del servicio, dictamina favorablemente el siguiente acuerdo:

Primero: Aprobar el expediente de contratación que comprende los pliegos de cláusulas administrativas particulares y de prescripciones técnicas del servicio  de conservación, mantenimiento y vigilancia de los espacios verdes, arbolado viario, áreas de juego infantiles, fuentes públicas y otros elementos del término municipal de Cáceres.

 Segundo: Aprobar la tramitación anticipada del expediente, supeditado a la existencia de crédito adecuado y suficiente en el Presupuesto General de Gastos para el ejercicio de 2019.

 Tercero: Disponer la apertura del procedimiento de adjudicación, mediante la publicación del anuncio de licitación en el Diario de la Unión Europea, tablón de anuncios y demás boletines oficiales.

2º.-
Aprobación del expediente de contratación para la implantación de una plataforma  integral de Administración electrónica en el Ayuntamiento de Cáceres. 

Se presenta a la Comisión el expediente para la Aprobación del expediente de contratación para la implantación de una plataforma  integral de Administración electrónica en el Ayuntamiento de Cáceres, tramitada a instancias de este Ayuntamiento (Expdte. CON-SERV-0036-2017). El informe emitido por el Secretario General de fecha 20 de febrero de 2018 dice literalmente: 

“Asunto.- Aprobación del expediente de contratación del Servicio de Implantación de una Plataforma Integral de Administración Electrónica en el Ayuntamiento de Cáceres, cofinanciado por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional en el marco del Programa Operativo de Crecimiento Sostenible 2014-2020.

Examinado el expediente de referencia y, en cumplimiento de lo preceptuado en el Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre, por el que se regula el régimen de los funcionarios de Administración Local con habilitación nacional y la Disposición Adicional Segunda del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, se emite el siguiente informe:

Antecedentes

I.- Por el Responsable Técnico de Desarrollo y Bases de Datos del Ayuntamiento de Cáceres se ha redactado el Pliego de Prescripciones Técnicas en el que se concretan las prescripciones técnicas particulares que han de regir la realización de la prestación de este servicio.

Y por la Sección de Contratación se ha redactado el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, acordándose para su adjudicación la tramitación ordinaria y el procedimiento abierto, atendiendo a una pluralidad de criterios, conforme a lo previsto en los artículos 138 a 147, 150 a 154 y 157 a 161 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

II.- El Viceinterventor Municipal ha emitido informe de fiscalización previa, en el que se concluye lo siguiente:

 “El expediente de contratación cumple los requisitos establecidos en la Base de Ejecución 41ª, apartado 2º del vigente presupuesto, a excepción del siguiente punto:

- Deberá aprobarse el correspondiente expediente de gasto plurianual con la aprobación del expediente de contratación.

- Inexistencia Informe jurídico al PCAP.

- Deben revisarse los criterios de adjudicación objeto de juicio de valor a efectos de garantizar la igualdad de trato y transparencia de la licitación, debiendo igualmente reflejar las mejoras valorables mediante fórmula matemática en su epígrafe correcto, dado que las mismas deben incluirse en el sobre C.

Lo que se informa de acuerdo con lo establecido en el artículo 215 del TRLRHL, si bien no tiene efectos suspensivos al amparo de lo dispuesto en el artículo 216.2 del TRLRHL”.

Consideraciones jurídicas

Primera.- Legislación aplicable. 

Estamos ante el expediente ordinario de un contrato de servicios cuya adjudicación se pretende por el procedimiento abierto, atendiendo a una pluralidad de criterios, y al que le es de aplicación la siguiente normativa:

- Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (LBRL).

- Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local (TRRL).

- Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP).

- Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.

- Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP), en todo lo que no se oponga al anterior.

Supletoriamente le serán de aplicación las restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado.

Segunda.- Competencia para contratar. 

La competencia para contratar corresponde al Pleno de la Corporación, por tratarse de un contrato cuya duración es superior a cuatro años, en los términos del apartado 1 de la Disposición Adicional Segunda del TRLCSP.
Tercera.- Crédito presupuestario.

Esta actuación está cofinanciada en un 80% por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional, dentro de la Estrategia de Desarrollo Urbano Sostenible del municipio de Cáceres (CreaCereS), en el marco del Programa Operativo de Crecimiento Sostenible, 2014-2020.

La existencia de crédito adecuado y suficiente durante el ejercicio 2018 queda acreditada mediante el documento contable de retención de crédito, número de referencia 22018000356 y de operación 220180000461, emitido por la Intervención Municipal del Excmo. Ayuntamiento de Cáceres, por importe de 734.462 euros, referido a gastos de suministros y servicios durante el presente ejercicio, cofinanciados en un 80% por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional en el Marco el programa Operativo de Crecimiento Sostenible 2014-2020, en el que se determina la existencia de crédito en la aplicación presupuestaria 18.925.64100.

En todo caso, y tratándose de un gasto plurianual, por extenderse la vigencia de los trabajos de mantenimiento a cuatro anualidades, sin perjuicio de las posibles prorrogas, deberá comprometerse crédito adecuado y suficiente en los ejercicios presupuestarios futuros, en los términos del artículo 174 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, con la aprobación del expediente de contratación

En este sentido, con la aprobación del expediente de contratación deberá aprobarse el correspondiente expediente de gasto plurianual.

Cuarta.- Expediente de contratación. 

En él figuran los documentos precisos a que hace referencia el artículo 109 del TRLCSP y que se enumeran en los antecedentes de este informe: Pliego de Prescripciones Técnicas y Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que han de regir el contrato, documento contable de retención de crédito e informe de Intervención de fiscalización previa y limitada del gasto.

Quinta.- Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. 

El Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares redactado específicamente para este contrato se ajusta a lo dispuesto en los artículos 115.2 del TRLCSP y 67 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, e incluye las condiciones definidoras de los derechos que asumirán las partes del contrato y a cuyo contenido debe ajustarse el propio contrato, considerándose las cláusulas del pliego como parte integrante de aquél (TRLCSP art. 115.3).

En relación con las observaciones formuladas por el Viceinterventor Municipal sobre los criterios de adjudicación dependientes de un juicio de valor, se ha concretado en el PCAP la documentación técnica a aportar por los licitadores y se han incluido en el sobre C las mejoras referidas a:

- Ampliación del tiempo de implantación tutelada por parte de la empresa implantada presencialmente en las instalaciones del Ayuntamiento de Cáceres. (Se establecen 5 pm por cada semana de más, hasta un máximo de 10 pm). 

- La integración con Cl@ve. (7 pm).

- Sede electrónica Multilingüe (que incluya además del castellano, el inglés, francés y portugués)  (2 pm por cada idioma, Max 6 pm)).

Redistribuyéndose la ponderación asignada a los distintos criterios de adjudicación.

Sobre la necesidad de reflejar en el PCAP cómo se va a garantizar la correlación entre la documentación a incluir por los licitadores en el sobre B y la documentación, qué se va a valorar en la demostración, cómo se puntuará y cómo se va a medir la prueba para su puntuación y quién o quiénes son los encargados de valorar las propuestas de los licitadores, nos remitimos al informe emitido por el Técnico de Desarrollo y Bases de Datos del Ayuntamiento de Cáceres Técnico de Desarrollo y Bases de Datos del Ayuntamiento de Cáceres.

Sexta.- Procedimiento de adjudicación y Licitación.

El presente contrato se adjudicará por procedimiento abierto, atendiendo a una pluralidad de criterios, de conformidad con lo establecido en los artículos 138 a 147, 150 a 154 y 157  161 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

En cuanto a la convocatoria de la licitación, y tratándose de un expediente sujeto a regulación armonizada, el anuncio del contrato se publicará en el Diario Oficial de la Unión Europea, estableciéndose un plazo para la presentación de ofertas de cuarenta días naturales contados desde el envío del anuncio. 
Conclusiones

Por todo ello, se informa favorablemente el expediente tramitado para la contratación del Servicio de Implantación de una Plataforma Integral de Administración Electrónica en el Ayuntamiento de Cáceres, cofinanciado por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional en el marco del Programa Operativo de Crecimiento Sostenible 2014-2020, procediendo que el órgano de contratación, con carácter previo a la convocatoria de la licitación, apruebe el expediente de contratación, que llevará implícita la del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares y el de Prescripciones Técnicas. En la misma resolución se acordará la apertura del procedimiento de adjudicación que se efectuará por procedimiento abierto, atendiendo a una pluralidad de criterios, de conformidad con lo establecido en los artículos 138 a 147, 150 a 154 y 157  161 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

Junto al expediente de contratación deberá aprobarse el correspondiente expediente de gasto plurianual, conforme a lo establecido en el artículo 174 del TRLRHL.

Es todo cuanto tenemos el honor de informar, que no obstante sometemos a cualquier otro criterio mejor fundado.”
La COMISIÓN, tras breve debate, por cuatro votos favorables de los tres miembros del Grupo Socialista y del de Ciudadanos, y tres abstenciones de los dos miembros del Grupos Socialista y del de CácERES TU, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente y dictamina favorablemente la adopción del siguiente acuerdo: 

Primero: Aprobar el expediente de contratación que comprende los pliegos de cláusulas administrativas particulares y de prescripciones técnicas.
 Segundo: que se apruebe el correspondiente expediente de gasto plurianual, conforme a lo establecido en el artículo 174 del TRLRHL.

Tercero: disponer la apertura del procedimiento de adjudicación que se efectuará por procedimiento abierto, atendiendo a una pluralidad de criterios, de conformidad con lo establecido en los artículos 138 a 147, 150 a 154 y 157  161 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

PATRIMONIO

3º.-
Aprobación del expediente para la adjudicación de la concesión del uso privativo del dominio público local de las instalaciones del Matadero Municipal de Cáceres.

Se presenta a la Comisión el expediente para la Aprobación del expediente para la adjudicación de la concesión del uso privativo del dominio público local de las instalaciones del Matadero Municipal de Cáceres, tramitada a instancias de este Ayuntamiento (Expdte. PAT-CON-0010-2017 RP). El informe emitido por la Técnico de la Sección de Patrimonio de fecha 19 de febrero de 2018 dice literalmente: 

“En relación con el expediente tramitado para la adjudicación de la concesión demanial de las instalaciones del Matadero Municipal, en el que obran los siguientes antecedentes y actuaciones:
PRIMERO: Informe emitido con fecha 19 de septiembre 2016 por la Sra. Jefa de la Sección de Patrimonio, a cuyo contenido me remito, sobre cuestiones generales del servicio público y procedimiento a seguir para la extinción del mismo, régimen jurídico para la disposición de dichos bienes, otras cuestiones relativas a la titularidad del edificio del Matadero y sus instalaciones, licencia de apertura, y finalmente el régimen jurídico de aplicación para la disposición de los bienes mediante concesión demanial del uso privativo del dominio público, adjuntándose a citado informe, como ANEXO I, el régimen de disposición general de los bienes de dominio público; obrante en el anterior expediente tramitado -PAT-CON-0006-2016-, para la adjudicación de la concesión demanial de las instalaciones del Matadero Municipal, en el que el Excmo. Ayuntamiento Pleno, en sesión celebrada el día 20 de julio de 2017, acordó desistir de citado procedimiento.
SEGUNDO: El Excmo. Ayuntamiento Pleno con fecha 16 de febrero de 2017 acordó la supresión del servicio público de Matadero municipal, y dio su conformidad al informe emitido por la Secretaría General en el que se concluye en el apartado segundo: Si el bien municipal tiene la calificación de bien de dominio público, como es el caso, la utilización privativa por terceros se ha de llevar a cabo a través de la concesión demanial o concesión de dominio público y con el único condicionante de que el uso de que sea objeto sea acorde con su clasificación urbanística”.

TERCERO: Recibido con fecha 26 de octubre de 2017, el Pliego de Prescripciones Técnicas elaborado por el Jefe de la Inspección de Servicios Municipales; así como informe adjunto de igual fecha (compresivo de los criterios de adjudicación, infracciones y sanciones, canon anual a satisfacer, cobertura de seguros …etc.) y un estudio de viabilidad para la tramitación de un nuevo procedimiento de licitación para la adjudicación del uso privativo de las instalaciones del Matadero Municipal, por la Sección de Patrimonio se ha procedido a la elaboración del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares ajustándose a las determinaciones del informe y Pliego de Prescripciones Técnicas antes reseñados; los cuales fueron remitidos a la Intervención Municipal, solicitando la emisión del correspondiente informe de ese Servicio en relación con dichos pliegos, y en particular, fianzas, tipo de licitación, canon y su forma de pago, infracciones y sanciones, criterios de adjudicación …etc.
CUARTO: Con fecha 7 de febrero de 2018, se emite informe por el Sr. Viceinterventor, obrante en el expediente y a cuyo contenido me remito, en el que se efectuaron diversas observaciones a los borradores de pliegos remitidos; y entre otras las siguientes:
Primera.- B) Otros extremos adicionales (Base Ejecución 41.3)

Apartado B)-1:

1. El artículo 84 del RBEL establece que el proyecto redactado por la Corporación, a que se refiere el artículo 83 del citado reglamento, debe contener los siguientes datos y documentos:

a) Memoria justificativa.

c) Planos de detalle de las obras que, en su caso, hubieren de ejecutarse.

e) Presupuesto

f) Pliego de condiciones, en su caso, para la realización de las obras.

De la documentación aportada a este servicio para la emisión del informe de fiscalización no consta la documentación a que se refieren las letras a), c), e) y f).
Referente a las observaciones efectuadas en este apartado B)-1, hacemos constar que  efectivamente en este supuesto no constan los documentos exigidos en el artículo 84 del Reglamento de Bienes, por cuento este Ayuntamiento, no ha optado por encargar a sus técnicos como señala el artículo 83 el proyecto para la ejecución de las obras, por las razones que se señalan en el informe emitido por la Inspección Municipal, por lo que no habiéndose redactado este proyecto, el mismo no puede contener los documentos señalados.

Este Ayuntamiento, al igual que en otros muchos municipios, según se ha comprobado, para el otorgamiento de Concesiones Demaniales, se vienen convocando en el mismo procedimiento la concesión demanial con la redacción de anteproyectos de obras de ejecución de las instalaciones o de reforma de las ya existentes por parte de los licitadores; recogiéndose en los pertinentes pliegos técnicos las condiciones urbanísticas, obras a ejecutar, plazos de ejecución de obras, condiciones especiales, etc. a las que habrán de ajustarse los anteproyectos a presentar por los licitadores(Quiosco Parque del  Príncipe, que fue construido por el adjudicatario de la Concesión, Quiosco Plaza de Italia, reformado por los concesionarios, etc.); o en otras ocasiones se exige tan solo una memoria técnica a la que habrá de ajustarse el futuro proyecto de ejecución definitivo que se apruebe y sirva de base para el otorgamiento de las licencias urbanísticas preceptivas, como es el presente caso y otros más; entendiendo por tanto quien suscribe que con carácter general no es necesario proceder a la elaboración del proyecto al que se refiere el artículo 83 del RBEL por parte del Ayuntamiento; proyecto que en todo caso en este supuesto no se puede elaborar conforme a lo señalado en el informe emitido por la inspección municipal con fecha 16 de febrero de 2018, y que más adelante se transcribirá, por lo que en consecuencia no redactándose el proyecto por el Ayuntamiento no se han de incluir los documentos exigidos en el artículo 84 del RBEL,, artículo que indica cuales son  los requisitos que en su caso sería necesario incluir en el proyecto que se redactase por el Ayuntamiento en el supuesto de que esa fuere la opción adoptada por la corporación.  
Segunda.- Respecto a lo señalado en los apartados  B) 3 y 6, de citado informe, referente a la no inclusión del presupuesto, planos de detalle y pliego de condiciones de la obra y al cálculo del canon respectivamente, nos remitimos a lo informado por el Sr. Jefe del Servicio de Inspección Municipal, en su informe de fecha 16 de febrero de 2018, que a continuación se trascribe.
Tercera.- Apartado B)-7“. A efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 80 5ª del RBEL, dado que estamos ante una concesión a través de la cual se prestarán servicios privados destinados al público tarifables, deben obrar en los pliego las tarifas que hubieren de regirlos, con descomposición de sus factores constitutivos, como base de futuras revisiones.”
[…]
Sobre esta cuestión, nos remitimos a lo señalado por el Sr. Secretario General en informe de fecha 9 de febrero de 2017 para el anterior procedimiento de licitación para la concesión demanial de estas instalaciones, Expt. PAT-CON-0006-2016, en el que se concluyó que “no debe incluirse en los pliegos el régimen tarifario a no ser de interés municipal intervenir en la regulación de los precios del sector, que en la actualidad están liberalizados, y no ser un extremo que deba incluirse necesariamente en el título concesional a tenor de lo dispuesto en el apartado 5º del artículo 93 de la Ley  3372003, de 3 de noviembre de Patrimonio de las Administraciones Públicas”
Cuarta.- Apartado B)-9 “Pese a que el PPT en la cláusula 8ª establece las obras a realizar por el concesionario, de acuerdo al artículo 84 de RBEL, en el proyecto de concesión que constituye el expediente deben incluirse los planos y el pliego de condiciones de las obras que deben ejecutarse con suficiente detalle para que los potenciales licitadores cuenten con información suficiente para formar su oferta”

Nos remitimos a lo señalado por quien suscribe para el apartado B) -1 y lo informado por el Sr. Jefe del Servicio de Inspección Municipal, en su informe de fecha 16 de febrero de 2018, que a continuación se trascribe.
Quinta.- Asimismo, en relación con el Apartado B)-10  que se refiere a los criterios de adjudicación , nos remitimos a lo señalado por el Sr. Jefe del Servicio de Inspección Municipal, en su informe de fecha 16 de febrero de 2018, que a continuación se trascribe.
Sexta.- RESULTADO DE LA FISCALIZACIÓN


En relación al PCAP y PPT aportados, los mismos cumplirían los requisitos mínimos del régimen de fiscalización previa limitada establecidos por la Base de Ejecución 41ª del vigente presupuesto, realizándose el resto de observaciones complementarias, que si bien de acuerdo a lo previsto en el artículo 219.2 del TRLRHLR y la Base Ejecución 41ª del vigente presupuesto no tienen carácter suspensivo, deberían reflejarse en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, y en particular lo relativo:

- Criterios de adjudicación

- Debe tener reflejo en el expediente de la motivación del cambio de criterio en la estimación de los ingresos en el Estudio de Viabilidad elaborado para cuantificar el canon a abonar al ayuntamiento.

- Respecto de las obras a realizar por el concesionario, establecidas en la Cláusula 8ª del PPOT, de acuerdo con el artículo 84 del RBEL deberían incluirse los planos y el pliego de condiciones de las obras con el detalle mínimo exigible que los potenciales licitadores cuenten con información suficiente para formar su oferta.

Igualmente, nos remitimos a lo señalado por el Sr. Jefe del Servicio de Inspección Municipal, en su informe de fecha 16 de febrero de 2018, que a continuación se trascribe.
QUINTO: Por el Sr. Jefe del Servicio de Inspección Municipal, con fecha 16 de febrero de 2018 remite “Anteproyecto de actuaciones y obras a realizar para la gestión y explotación del Matadero Municipal Cáceres” y en relación con las observaciones efectuadas por el Sr. Interventor al Pliego de Prescripciones Técnicas, INFORMA:
“1.- Necesidad de proyecto de acuerdo con los artículos 83 y 84 del RBEL:

En este punto decir, que en el anterior expediente tramitado sobre este bien patrimonial, la Intervención Municipal no hizo ninguna consideración a la necesidad de incluir proyecto de las obras a realizar.

Sin entrar a valorar la necesidad de este documento o no según citados artículos del RBEL, se vuelve a poner de manifiesto que las obras y actuaciones solicitadas se describen en la cláusula 8 del PPT:

En materia sanitaria son las que los licitadores propongan para el desarrollo de la actividad que quieran ejecutar, para lo que se exige una memoria técnica de ellas, y no un proyecto de obra, excepto que prevea obras que necesitasen de su correspondiente proyecto técnico. Pero a priori No es necesario proyecto.

En materia de depuración, se exige presentar al adjudicatario un proyecto técnico antes de la finalización del primer año de contrato, y una vez tenga todos los datos necesarios para su elaboración tanto de caudales como de parámetros de contaminación del efluente dependiendo de la actividad propuesta en citadas instalaciones, por lo que a priori No se puede elaborar citado proyecto por esta administración al no contar con los datos necesarios.

Por todo lo anterior, el que suscribe, estima que No se puede elaborar el proyecto requerido en este apartado, además de entender que no es preceptivo ya que en la cláusula 8 del PPT, se desarrolla las necesidades y cumplimiento de normativa que todo licitador debe conocer para elaborar la oferta.

No obstante, se vuelve a adjuntar Anteproyecto de las obras, que ya se remitió en el anterior expediente, en el cual se incluye una memoria descriptiva, pliego de prescripciones técnicas de las obras, planos y presupuesto estimativo.

2.- Canon:

En cuanto al Estudio de Viabilidad, y por lo tanto la obtención del correspondiente canon a satisfacer por el adjudicatario, decir:

- En el anterior expediente, el cual es independiente al presente expediente, el canon mínimo fue fijado según los criterios marcados por la Intervención Municipal, lo que hizo que para hacer viable el proyecto se tomasen los ingresos en los años de mejor producción con los datos que obran en este servicio.

- En el actual expediente, se ha tomado la media de los ingresos de los doce años según las cuentas de pérdidas y ganancias que obran en el servicio, que tal y como se expone en mi oficio de remisión de la documentación del presente expediente, aún estimando que el anterior concurso era viable según citados datos, y dado que el tipo de explotación del matadero será el que proponga el licitador al ser una concesión demanial, el Estudio Económico  puede variar en cuanto a los ingresos-gastos ya que dependerá de la explotación y tarifas que proponga el licitador, de los estimados inicialmente en el “Estudio de Viabilidad” realizados con las tarifas actuales. En este sentido, y en aras a facilitar una mayor concurrencia de licitadores, y con el fin de hacer aún más viable este contrato, se ratifica por el que suscribe el presente Estudio de Viabilidad, quedando a criterio superior su modificación.

3.- Criterios de valoración:

3.1.- Criterios cuantificables de forma automática:

En cuanto a la fórmula propuesta para el exceso de canon, es la misma que propusimos en el anterior expediente al cual no se le puso inconveniente por la Intervención Municipal, entendemos que la amortización que se obtiene hace que por poca diferencia en el exceso de canon que puedan proponer los licitadores no se obtengan grandes diferencias de puntuación. No obstante, queda a criterio del órgano de contratación esta cuestión.

3.2.- Criterios cuantificables como juicio de valor:

Estos criterios son los mismos que propusimos en el anterior expediente y así se aprobó, el que suscribe estima que están suficientemente definidos. Los primeros (memoria técnica de las actuaciones y obras a ejecutar por el adjudicatario) se recogen en la cláusula 8 del PPT, estando divididos en dos subapartados con una definición de las actuaciones a valorar; y los segundos (Organización del servicio y personal), también se subdividen en dos subapartados en los que se concreta los aspectos a valorar en cada uno de ellos.

Por todo lo anterior, queda a superior criterio la modificación de estos o su eliminación si así se estima.”

A la vista de los informe emitidos, quien suscribe entiende que como ya se ha reflejado antes, no habiéndose optado en este caso por encargar a sus técnicos la elaboración del proyecto técnico de las obras a que al que se refieren los artículos 83 y 84 del RBEL por parte del Ayuntamiento, por las razones que se reseñan en el informe emitido por el Sr. Sr. Jefe del Servicio de Inspección Municipal, no procede elaborar los documentos exigidos en el artículo 84; no obstante en cuanto al documento que se remite por la Inspección Municipal, y que denomina  “Anteproyecto de actuaciones y obras a realizar para la gestión y explotación del Matadero Municipal Cáceres”, por la Corporación ha de decidirse su efectiva  inclusión o no en el procedimiento; documento que en su memoria tiene un contenido similar al del pliego de prescripciones técnicas, y que en el resto según manifiesta la inspección municipal contiene similares determinaciones a las de un pliego tipo de contrato de obras; y que desconocemos qué efectos concretos y consecuencia ha de tener sobre las determinaciones de carácter técnico que afectaran a la concesión, al no referirse en ningún momento el Pliego Técnico, ni consiguientemente el pliego administrativo a la existencia de dicho anteproyecto; como debería hacerse en el supuesto de decidirse la inclusión y aprobación del mismo.

Y en lo referente al resto de cuestiones que se plantean en el informe del Sr. Viceinterventor, relativas al cálculo del canon,  inclusión de tarifas en los pliegos, formula para la valoración del exceso del canon a abonar por el adjudicatario, aspectos objetivos cuantificables mediante juicio de valor, nos remitimos a lo informado o lo que en su caso pueda informar la inspección municipal; no obstante, será la corporación quien deberá decidir si se aprueban los pliegos como se han sido redactados inicialmente o en su caso si se tienen en cuenta las observaciones efectuadas por el Sr. Viceinterventor.

CONSIDERANDO: En cuanto a las cuestiones de carácter estrictamente jurídico-patrimonial, como ya se reseñó en el informe jurídico emitido por la Sra. Jefa de la Sección de Patrimonio con fecha 19 de septiembre de 2016 anteriormente reseñado, la ocupación que se pretende, en la forma que se ha decidido por la Corporación, implicaría un supuesto de USO PRIVATIVO del dominio público local, conforme a lo definido en el Art. 75 (2 y 3), del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 13 de Junio de 1986; y que en principio y en virtud de lo dispuesto en el Art. 78 del Reglamento de Bienes, estaría sujeto a concesión administrativa otorgable previa licitación, con arreglo a los artículos siguientes y a la normativa reguladora de la contratación de las Corporaciones Locales. Siendo el procedimiento aplicable a esta concesión el previsto en los artículos 82 y siguientes del Reglamento de Bienes; debiendo realizarse entre otros trámites, una información pública previa durante TREINTA DÍAS del pliego de Cláusulas Administrativas Particulares y del Pliego de Prescripciones Técnicas y del anteproyecto de explotación que hubieren de servir de bases para la concesión; y convocarse posteriormente la licitación, como determina el Art. 96.3 de la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas, por plazo de 30 días; normativa esta de preferente aplicación en todo los preceptos señalados en el citado informe, y demás concordantes, dado que conforme a lo dispuesto en el artículo 4 del Real Decreto Legislativo 3/2011 por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, “Están excluidos del ámbito de la presente Ley los siguientes negocios y relaciones Jurídicas:

0) las Autorizaciones y concesiones sobre bienes de dominio público,……………que se regirán por su Legislación Específica, salvo en los casos en que expresamente se declaren de aplicación las prescripciones de la presente Ley.
CONSIDERANDO: Lo establecido por la Ley 33/2003 de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas, en los artículos con carácter de legislación básica y de aplicación general del Título IV Capítulo I, “Utilización de los Bienes y Derechos de Dominio Público”, y en el Real Decreto 1373/2009, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley 33/2003, de Patrimonio de las Administraciones Públicas.

CONSIDERANDO: Asimismo lo establecido en el Real Decreto Legislativo 3/2011 de 14 de Noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, en particular en la disposición adicional segunda, apartado 2, en el que se establecen  las competencias del Pleno en relación con la adjudicación de concesiones sobre bienes de la corporación, la adquisición de bienes inmuebles y derechos sujetos a la legislación patrimonial, así como la enajenación del patrimonio. 

Por todo lo anteriormente expuesto, es por lo que sometemos el presente expediente a conocimiento, del Excmo. Ayuntamiento Pleno, órgano competente, de conformidad con lo establecido en la disposición adicional segunda del Real Decreto Legislativo 3/2011 de 14 de Noviembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, a fin de que previa valoración de las circunstancias concurrentes, adopte la decisión que proceda sobre el presente procedimiento, y en particular sobre las observaciones efectuadas por el Sr. Viceinterventor a los pliegos elaborados, determinando si habrán de recogerse en los pliegos elaborados y por tanto resultan de aplicación a este procedimiento o por el contrario se aprueban dichos documentos como han sido redactados inicialmente; haciendo constar que en el supuesto de que se decida realizar la presente concesión con arreglo a los pliegos elaborados, el acuerdo que al efecto se adoptase habría de ajustarse desde el punto de vista estrictamente material, a lo SIGUIENTE, en cuanto a su contenido:
PRIMERO: Aprobar los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones Técnicas, así como el estudio de viabilidad que han de regir el procedimiento para la adjudicación de la concesión del uso privativo de las instalaciones del Matadero de Cáceres, sito en el km 3 de la carretera de Torrejón el Rubio para su gestión y explotación  con la finalidad de desarrollar la actividad principal de matadero.

SEGUNDO: Someter los referidos Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones Técnicas, y el estudio de viabilidad a información pública durante un plazo de TREINTA DÍAS, anunciándose así en el Boletín Oficial de la Provincia, para que puedan presentarse reclamaciones de conformidad con lo establecido en el artículo 87.4 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 13 de Junio de 1986.
TERCERO: Declarar la apertura del procedimiento de adjudicación, que se efectuará en procedimiento Abierto por el sistema de CONCURSO, en analogía con lo determinado en los artículos 150 y 151, y 157 a 161 del Real Decreto Legislativo 3/2011 de 14 de Noviembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público; una vez vencido el plazo de información pública sin que se hubiesen presentado reclamaciones.
Es todo cuanto tengo que informar, salvo superior y mejor criterio fundado en derecho al cual me remito.”

El Sr. Licerán, del Grupo Socialista, indica que su postura es ya conocida sobre esta cuestión, que se mantienen las dudas sobre si se cobró o no el canon en el anterior contrato y que como no se aportan datos no puede votar a favor, pero que dada la situación y la necesidad se abstendrán. 

El Sr. Calvo, de CácERES TU, se suma a lo manifestado y se abstendrá por falta de elementos objetivos para valorar el pliego. 

El Sr. Ibarra, de Ciudadanos, a la vista de los informes de Secretaría e Intervención, considera que no hay motivos para oponerse y va a votar a favor. 
El Sr. Pacheco, Presidente de esta Comisión, entiende que el estudio de viabilidad está en el expediente. 
El Sr. Licerán responde que si pero que no se aporta la cuenta de pérdidas y ganancias. 

El Sr. Pacheco indica que se le pondrá a disposición. 

La COMISIÓN, tras breve debate, por cuatro votos favorables de los tres miembros del Grupo Popular y del de Ciudadanos, y tres abstenciones de los dos miembros del Grupo Socialista y del CácERES TU, vistos los informes obrantes en el expediente, dictamina favorablemente la aprobación del expediente de para la adjudicación de la concesión del uso privativo del dominio público local de las instalaciones del Matadero Municipal de Cáceres, para lo que se adopta el siguiente acuerdo: 

PRIMERO: Aprobar los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones Técnicas, así como el estudio de viabilidad que han de regir el procedimiento para la adjudicación de la concesión del uso privativo de las instalaciones del Matadero de Cáceres, sito en el km 3 de la carretera de Torrejón el Rubio para su gestión y explotación  con la finalidad de desarrollar la actividad principal de matadero.

SEGUNDO: Someter los referidos Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones Técnicas, y el estudio de viabilidad a información pública durante un plazo de TREINTA DÍAS, anunciándose así en el Boletín Oficial de la Provincia, para que puedan presentarse reclamaciones de conformidad con lo establecido en el artículo 87.4 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 13 de Junio de 1986.

TERCERO: Declarar la apertura del procedimiento de adjudicación, que se efectuará en procedimiento Abierto por el sistema de CONCURSO, en analogía con lo determinado en los artículos 150 y 151, y 157 a 161 del Real Decreto Legislativo 3/2011 de 14 de Noviembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público; una vez vencido el plazo de información pública sin que se hubiesen presentado reclamaciones.
4º.- 
Contestación alegaciones y Aprobación definitiva de la Ordenanza Reguladora de Evaluación de Edificios. 

Se presenta a la Comisión el expediente para la Contestación alegaciones y Aprobación definitiva de la Ordenanza Reguladora de Evaluación de Edificios, tramitada a instancias de este Ayuntamiento. El informe emitido por la Secretaría General de fecha 15 de febrero de 2018 dice literalmente: 
“INFORME SECRETARIA

 A las alegaciones formuladas al acuerdo plenario de 18 de mayo de 2017, de aprobación inicial de la Ordenanza reguladora del Informe de Evaluación de los Edificios.

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS:

PRIMERO.-  El Pleno de este Ayuntamiento, en sesión celebrada el día 18 de mayo de 2017, aprobó inicialmente la Ordenanza municipal reguladora del Informe de Evaluación de los Edificios,  y el sometimiento de dicho acuerdo a información pública, por plazo de treinta días hábiles, a efectos de presentación de reclamaciones y /o sugerencias.

SEGUNDO.-  Sometido el expediente a información pública por plazo de treinta días hábiles,  previo anuncio insertado en el Tablón de Anuncios y Boletín Oficial de la Provincia de Cáceres núm. 100 de fecha 30 de mayo de 2017,  resultó que durante indicado plazo , se formularon alegaciones por parte del Colegio Oficial de Aparejadores y Arquitectos Técnicos de Cáceres.

 Y fuera de dicho plazo,   la Consejería de Sanidad y Políticas Sociales, mediante escrito de 9 de agosto de 2017, formuló alegaciones al texto de dicha Ordenanza municipal.

TERCERO.-  A efectos de resolver dichas alegaciones, se ha recabado informe técnico del Sr. Director de Proyectos Estratégicos y Edificación, que lo ha emitido con fecha 7 de septiembre de 2017.

CUARTO.-  Con fecha 5 de febrero de 2017, se ha recibido de la Consejería de Sanidad y Políticas Sociales el informe jurídico emitido por la Sra. Jefa de Servicio de Administración General y Régimen Jurídico, de fecha 29 de enero de 2018, al proyecto de Ordenanza.

 CONSIDERACIONES JURIDICAS:

ALEGACIONES DE LA CONSEJERÍA DE SANIDAD Y POLITICAS SOCIALES DE LA JUNTA DE EXTREMADURA E INFORME JURIDICO  DE LA SRA. JEFA DEL SERVICIO DE ADMINISTRACION GENERAL Y REGIMEN JURIDICO.
   
Las alegaciones formuladas por la Junta de Extremadura tienen por finalidad la incorporación a la ordenanza municipal de las nuevas determinaciones en materia  de informe de evaluación de edificios, contenidas en el Decreto 73/2017, de 6 de junio, ( DOE núm. 111, de 12 de junio de 2017) por el que se determinan los órganos competentes relacionados con el Informe de Evaluación de los Edificios y se crea el Registro de los Informes de Evaluación de los Edificios,  que entró en vigor a los seis meses de su publicación en el DOE, fecha en la cual, se encontraba  en tramitación   la aprobación de dicha ordenanza.

Por su parte, en el Informe jurídico emitido por la Sra. Jefa del Servicio de Administración General y Régimen Jurídico, de fecha 29 de enero de 2018, se reconoce la competencia municipal para la regulación del Informe de Evaluación de Edificios que  deriva de la legislación urbanística  que atribuye a los propietarios el deber de conservación de los edificios,  y en las competencias en materia de urbanismo y  vivienda atribuidas por la Constitución Española a las Comunidades Autónomas; en particular, el Decreto 73/2017, de 6 de junio, por el que se determinan los órganos relacionados con dicho Informe y se crea el Registro de los Informes de Evaluación de los Edificios.  Ahora bien, en referencia a la competencia estatal en la materia, pone de manifiesto que  la regulación estatal de dicho Informe contenida en el RDL 7/2015, ha sido declarada inconstitucional por la Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 143/2017, de 14 de diciembre, publicada en el BOE  de 17 de enero de 2018, que considera que “ El Estado no ostenta titulo competencial alguno que le permita imponer la evaluación del estado de conservación de los edificios y del cumplimiento de las condiciones de accesibilidad que, junto a la certificación de eficiencia energética, integran el contenido del informe de evaluación de edificios”, anulando los artículos 29, excepto su apartado 1º, 30 y la Disposición Transitoria 2ª de dicha Ley.


 Articulo 2º.- Ámbito de aplicación del Informe de Evaluación de los Edificios.

 1.- En el Informe jurídico se pone manifiesto que en el apartado 1º, letra b), del artículo 2º del proyecto de Ordenanza establece que:

Será obligatoria la realización de un informe de evaluación respecto a:

 Los edificios, públicos o privados, de tipología residencial de vivienda colectiva, de antigüedad igual o superior a 50 años a la fecha prevista en la Disposición Transitoria 2ª del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana.

 Por su parte, el articulo 5.1, letra a) del Decreto 73/2017, establece que están obligados a su inscripción en el Registro de los Informes de evaluación de los Edificios de la Comunidad Autónoma de Extremadura, los informes de evaluación  radicados en Extremadura que se encuentren en algunos de los siguientes supuestos:

 “ Los edificios obligados a disponer del Informe de Evaluación de los Edificios, de conformidad con el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, y en los plazos indicados en el mismo”.

 Puesto que la Disposición Transitoria Segunda del RDL 7/2015, ha sido declarada inconstitucional, este apartado del precepto ha quedado vacío de contenido, no habiendo establecido la Comunidad Autónoma en ninguna otra norma  en qué casos debe exigirse el Informe de Evaluación de Edificios.

 Como puede observarse, la redacción contenida en el proyecto de Ordenanza, aprobado inicialmente por el Pleno de este Ayuntamiento, en sesión celebrada el día 18 de mayo de 2017, se acomodaba plenamente a la legislación vigente,  estableciendo la obligación  a los propietarios de edificios de tipología de residencial colectiva de antigüedad igual o superior a 50 años de disponer del Informe de Evaluación de Edificios en las fechas previstas en la Disposición Transitoria 2ª del RDL 7/2015, de 30 de octubre, y a cuyos plazos se remite la legislación autonómica. Ahora bien, con motivo de la declaración de inconstitucional de esta Disposición Transitoria 2ª,   la Comunidad Autónoma de Extremadura deberá proceder a la regulación o establecimiento de los plazos  a cumplir por los propietarios de disponer de dicho Informe de Evaluación de los Edificios, quedando, por tanto y hasta entonces, este precepto de la Ordenanza sin contenido.   La  única posibilidad que dispone la Administración Local es remitirse a  los plazos que se indiquen en la legislación autonómica, por ser la Administración competente para su regulación de este extremo, como así lo ha declarado la Sentencia del Tribunal Constitucional.

Por tanto,  se suprime toda referencia a la Disposición Transitoria 2ª del RDL 7/2015, de 30 de octubre, y  se propone la siguiente redacción:

  “ Los edificios,  públicos o privados, de tipología residencial de vivienda colectiva, de antigüedad igual o superior a 50 años, en los plazos fijados al efecto  en la normativa de la Comunidad Autónoma de Extremadura. “

2.-  En el Informe jurídico se dice que  “ El articulo 2.1, apartado c) del proyecto de Ordenanza establece que están obligados a realizar el Informe de Evaluación de Edificios:

Los edificios y viviendas unifamiliares, con independencia de su antigüedad, cuyos titulares pretendan acogerse a ayudas públicas con el objetivo de acometer obras de conservación, accesibilidad universal o eficiencia energética”.

 El Decreto 73/2017, establece igualmente la obligación de presentar el citado informe a aquellos edificios de cualquier tipología cuyos titulares pretendan acceder a ayudas públicas, pero establece como condición que “siempre que la obligación de disponer del Informe de evaluación de los Edificios se establezca en las bases reguladoras y en el plazo que en éstas se señalen. Esta condición debería ser también acogida por la Ordenanza municipal para ajustarse a la normativa autonómica”.

   La observación realizada en dicho informe debe acogerse. Esta obligación derivaba de la  Disposición Transitoria 2ª del RDL 7/2015, de 30 de octubre, que ha sido declarada inconstitucional, debiéndose acudir necesariamente a la normativa de la Comunidad Autónoma de Extremadura, que establece como condición para su exigencia que así se disponga en las bases reguladoras de la convocatoria. Por tanto, debe añadirse dicho párrafo,  teniendo en cuenta, además, que la  Comunidad Autónoma ostenta competencia exclusiva en materia de vivienda.

 El párrafo quedaría redactado en los términos siguientes:

 Articulo 2. 1, letra c):

  
Los edificios y viviendas unifamiliares, con independencia de su antigüedad, cuyos titulares pretendan acogerse a ayudas públicas con el objetivo de acometer obras de conservación, accesibilidad universal o eficiencia energética, siempre que la obligación de disponer de dicho Informe se establezca en las bases reguladoras y en el plazo que en éstas se señalen”.

 Artículo 3º.- Sujetos obligados.

 
 El apartado 1º del artículo 3  del proyecto de Ordenanza, establece que están obligados a obtener el Informe de Evaluación de Edificios, en relación con los inmuebles de su titularidad:

a).  Los propietarios singulares.

b). Las comunidades de propietarios legalmente constituidas.

c). Las Administraciones Públicas competentes, respecto de los edificios de su propiedad radicados en el término municipal.

En el informe jurídico, se señala que de acuerdo con el Decreto 73/2017 y con el articulo 29.1 del RDL 7/2015, los sujetos obligados a disponer del Informe de Evaluación de Edificios son los propietarios, sin distinguir si estos son públicos o privados, si son persona física o jurídica, o si los edificios pertenecen a un solo propietario o a varios. Por ello, considera que a fin de garantizar la seguridad jurídica de los obligados a obtener el referido informe, la Ordenanza debería definir qué entiende por propietario singular, o señalar que la obligación es de propietario con independencia de su  condición.

 
Respecto a las comunidades de propietarios, el artículo 29. 3 del RDL 7/2015, declarado inconstitucional preveía que si el informe era realizado por encargo de la comunidad o agrupación de comunidades de propietarios que se refieran a la totalidad de un edificio o complejo inmobiliario extendería  su eficacia a todos y cada uno de los locales y viviendas existentes.  Sin embargo, dicha previsión ha quedado sin efecto y puesto que el Decreto 73/2017 no lo ha recogido, actualmente no puede entenderse que resulta un sujeto obligado.

 Esta  Secretaría General  coincide  con  la anterior apreciación o consideración. 

La propiedad horizontal es una comunidad de propietarios, en la que coexisten un derecho singular y exclusivo de propiedad sobre determinados elementos de la misma, denominados elementos privativos y un derecho de copropiedad conjunto e inseparable sobre otros elementos o servicios comunes a todos los propietarios.

Los elementos privativos son espacios delimitados y susceptibles de aprovechamiento independiente por tener salida propia a un elemento común o  a la vía pública, así como todos los elementos arquitectónicos o instalaciones que estén incluidos dentro de su perímetro y sirvan de exclusiva al propietario. Son, por tanto, elementos privativos cada una de las viviendas y los locales comerciales, asi como los garajes o los trasteros que hayan sido configurados como tales.

Los elementos comunes son todos aquellos elementos arquitectónicos o servicios de un edificio que no son susceptibles de aprovechamiento independiente por cada propietario, y han sido establecidos para dar servicio común a todos los propietarios de la comunidad.

Pues bien,  en el régimen de propiedad horizontal,  corresponde a cada piso o local, el derecho singular y exclusivo de propiedad sobre un espacio suficientemente delimitado y susceptible de aprovechamiento independiente y la copropiedad con los demás dueños de pisos y locales de los restantes elementos, pertenencias y servicios comunes. ( artículo 4 LPH), lo que exigiría, en principio, el acuerdo correspondiente de la Junta de Propietarios para actuar sobre tales elementos comunes.

Ahora bien, la letra a) del apartado 1º del artículo 10 de la Ley de Propiedad Horizontal exceptúa de la exigencia del acuerdo previo de la Junta de propietarios, cuando se trate de realizar trabajos o obras que resulten necesarias para el adecuado mantenimiento y cumplimiento del deber de conservación del inmueble y de sus servicios e instalaciones comunes.

 Efectivamente, dicho precepto legal dice textualmente:

 “ Tendrán carácter obligatorio y no requerirán de acuerdo previo de la Junta de propietarios, impliquen o no modificación del título constitutivo o de los estatutos, y vengan impuestas por las Administraciones Públicas o solicitadas a instancia de los propietarios, las siguientes actuaciones:

a) Los trabajos y las obras que resulten necesarias para el adecuado mantenimiento y cumplimiento del deber de conservación del inmueble y de sus servicios e instalaciones comunes, incluyendo en todo caso, las necesarias para satisfacer los requisitos básicos de seguridad, habitabilidad y accesibilidad universal, así como las condiciones de ornato y cualesquiera otras derivadas de la imposición, por parte de la Administración, del deber legal de conservación.

 A tenor de dicho artículo,  no  debe atribuirse  a la Junta de Propietarios la responsabilidad de obtener  el Informe de Evaluación de Edificios, porque dicha responsabilidad está atribuida por Ley a todos los propietarios,  debiendo los gastos que se deriven ser costeadas por estos últimos, limitándose el acuerdo de la Junta a la distribución de la derrama pertinente y a la determinación de los términos de su abono ( letra a), apartado 2 articulo 10  LPH).

   
En relación con los edificios titularidad de las Administraciones Públicas,  debe suprimirse, conforme se indica en el Informe jurídico, la previsión contenida en la letra c), porque  dicho apartado debe ser de carácter general para todos los sujetos obligados y no solo para las Administraciones Públicas.

Por lo expuesto, se propone una nueva redacción al apartado 1 del artículo 3º de la Ordenanza:

1º. Están obligados a obtener el Informe de Evaluación de Edificios, los propietarios de los inmuebles identificados en el artículo anterior, radicados en el término municipal.

 Apartado 2º del artículo 3º.

  Dicho  artículo establece:

 “ Los arrendatarios de los inmuebles quedarán facultados para, ante el incumplimiento del propietario, solicitar de la Administración realizar el Informe de Evaluación del Edificio, todo ello, sin perjuicio de la relación jurídico-privada que pudiera derivarse del contrato de arrendamiento entre ambos”.

 En el Informe Jurídico de la Junta de Extremadura, se  afirma que esta previsión no se recoge ni en la normativa estatal ni en la autonómica por lo que se trata de una novedad introducida por la Ordenanza. Sin embargo, la redacción de este apartado no precisa ante qué Administración puede ejercerse esa facultad de solicitar la realización del informe, si es ante el propio Ayuntamiento de Cáceres o ante la Comunidad Autónoma de Extremadura. Tampoco deja claro el tenor literal del articulo quién realizar el referido Informe una vez que se ejerza la facultad prevista por el arrendatario, o si simplemente se trata de una comunicación que de incumplimiento que conllevará el requerimiento de su realización por parte de la Administración competente.

Por ello considera que sería conveniente, a fin de garantizar la seguridad jurídica, modificar la redacción del citado apartado precisando lo señalado anteriormente y teniendo en cuenta que conforme  al  artículo 2 del Decreto 73/2017, la Administración competente para requerir el Informe de Evaluación a los propietarios de inmuebles obligados a disponer del mismo son los Ayuntamientos donde radiquen dichos edificios.

Por su parte,  en el escrito de alegaciones de la Junta de Extremadura,  se  considera que la regulación contenida en este apartado 2º del artículo 3º,  puede afectar al parque de V.P.P de la Consejería  y a la relación entre ésta y sus adjudicatarios, pudiendo originar algún que otro conflicto. Por ello, concluye que sería recomendable que se consultara si hay algún problema por parte del Servicio de Adjudicación o con los correspondientes servicios jurídicos.

 A criterio de esta Secretaría General, esta última alegación  no debe acogerse. Se afirma que este artículo puede afectar a las relaciones entre la Comunidad Autónoma y los adjudicatarios de viviendas sociales, pero solo, con carácter de hipótesis, de probabilidad, no de seguridad.  El sentido del artículo, es asegurar el cumplimiento de la normativa vigente, y para ello, lo único que posibilita la Ordenanza es que para el caso de acreditado el incumplimiento de la obligación del propietario de realizar el Informe,  y ante los eventuales perjuicios que pudieran conllevar dicho incumplimiento, se permite al arrendatario  realizar ante la Administración la solicitud de ejecución subsidiaria de dicho informe., la cual, deberá resolver motivadamente, y previa concesión del trámite de audiencia al propietario titular. Por tanto, entendemos que dicho apartado debe mantenerse en su redacción, si bien con las precisiones propuestas en el Informe jurídico de la Junta Extremadura, debiéndose señalar la Administración responsable ante la cual, podrá realizar la solicitud, que, debe referirse a la municipal.

 
Por ello, se propone la siguiente redacción:

 Apartado 2º del artículo 3:

 
Los arrendatarios de los inmuebles quedarán facultados, ante el incumplimiento del propietario, para  solicitar del  Ayuntamiento la realización de la ejecución subsidiaria  del Informe de Evaluación del Edificio en los términos previstos en el presente Reglamento.


 Artículo 4º.- Plazos para la obtención de los informes de evaluación.


   En el Informe jurídico de la Junta de Extremadura se dice que el artículo 4.1 establece en su apartado b) que los edificios de antigüedad igual o superior a 50 años deben obtener el primer Informe de Evaluación de Edificios a las fechas previstas en la Disposición Transitoria 2ª del RDL 7/2016. Esta previsión es acorde con el articulo 5.1 a) del Decreto 73/2015, que igualmente remite a la legislación estatal, pero como el referido plazo se regulaba en la Disposición Transitoria 2ª  del RDL 7/2015, y ésta ha sido declarada inconstitucional, el proyecto de Ordenanza deberá ajustarse a lo que la Comunidad Autónoma de Extremadura determine.


 Efectivamente, declarada inconstitucional la Disposición Transitoria 2ª del RDL 7/2015, debe modificarse este apartado para  realizar una remisión a lo que la Comunidad Autónoma de Extremadura determine en su momento. Se propone la siguiente redacción:


b) Los edificios de antigüedad igual o superior a 50 años,  a las fechas que determine la normativa de la Comunidad Autónoma de Extremadura.
 Articulo 7º.- Contenido del Informe de Evaluación de Edificios.

 En referencia a la redacción de este articulo que regula el contenido del Informe de Evaluación de Edificios,  y atendiendo a la alegación de la Consejería, se incorpora al texto de la Ordenanza  la determinación del Decreto 73/2017, que establece deberá acompañarse a dicho documento, el plano de situación del edificio y hasta tres fotografías en color que identifiquen el mismo.

Articulo 9.-  Reglas para la presentación del Informe de Evaluación.-

1.- Alegaciones de la Junta de Extremadura.- 


 
La Junta de Extremadura  alega que este artículo determina que se deberá presentar ante el Ayuntamiento, una copia de Informe de Evaluación y otra en formato electrónico. Ello difiere del punto núm. 1 del artículo 6 del Decreto 73/2017, que establece  la entrega de dos copias en soporte papel y una en soporte electrónico, de tal manera que el Ayuntamiento conservará una de las copias en papel y remitirá al Registro de los IEE otra copia en papel y el soporte electrónico.

 La  alegación debe ESTIMARSE. 

 
 A la vista  de la nueva normativa integrada por el Decreto 73/2017, se modifica el apartado 3º del artículo 9, para establecer la obligación de presentación ante el Ayuntamiento de dos copias del Informe de Evaluación y otra en formato electrónico.

 Alega  que este mismo artículo de la Ordenanza se establece en su punto 5, letra a), que en el supuesto en que el IEE  señale daños que requieran una intervención urgente, se acompañará al mismo de un compromiso expreso del propietario de iniciar y ejecutar los trabajos así como las medidas u obras necesarias en dicho informe. En este caso, el Ayuntamiento podrá dar traslado del informe  IEE al órgano competente de la Junta de Extremadura a los efectos de tratamiento estadístico.  El citado artículo 6 del Decreto 73/2017, fija un plazo máximo de un mes para la remisión del IEE al Registro de los informes de Evaluación de los Edificios de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en todo caso. Este aspecto tendría que actualizarse en la Ordenanza.

 
Se acoge la alegación, y  dentro del apartado 5 del artículo 9 se introduce la siguiente modificación:

 
“ En este caso, el Ayuntamiento dará traslado del informe IEE al órgano competente de la Junta de Extremadura, en todo caso, en el plazo máximo de un mes, a los efectos de tratamiento estadístico”.

 En referencia, al punto núm. 8 de este articulo, que establece que “ una vez presentado el IEE, el órgano municipal competente procederá a su anotación en el Registro de Edificios, si lo hubiera”, considera que  dicha redacción puede generar cierta confusión con el Registro Autonómico del IEE.

   
 Con motivo de la entrada en vigor del Decreto 73/2017, de 6 de junio,  por el que se crea el Registro de los Informes de Evaluación de Edificios, carece de sentido crear un registro municipal propio de dichos informes de evaluación de edificios, por lo que se propone la supresión de la Ordenanza de los artículos correspondientes reguladores de dicho registro. Por ello, se da una nueva redacción al  apartado 8 del artículo 9, en los términos siguientes:

 El órgano municipal competente procederá a la comunicación del Informe de Evaluación de Edificios al Registro de los Informes de Evaluación de los Edificios de la Comunidad Autónoma, creado mediante Decreto 73/2017, de 6 de junio, mediante entrega de una copia en formato papel, así como del ejemplar en soporte electrónico, en el plazo de un mes contados a partir del siguiente al de recepción de dicho informe.

2.-  Informe jurídico de la Junta de Extremadura.

1º.-  Se dice en el Informe jurídico que el apartado 1º del articulo 9 establece que la presentación de los Informes de Evaluación de Edificios ante el Ayuntamiento es una obligación de la propiedad. Sin embargo, en el articulo 3 distingue varios sujetos obligados a disponer del Informe. Aunque parece que se trata de obligaciones distintas ( presentar y disponer ), de cara a la mayor seguridad jurídica de los ciudadanos, sería más conveniente que ambas obligaciones sean del propietario, sin perjuicio de que en la presentación del documento rijan las reglas generales de representación reguladas en la Ley 39/2015.

La cuestión planteada se ha resuelto con la nueva redacción dada al articulo 3 de la Ordenanza que atribuye exclusivamente al propietario la obligación de obtener el Informe de Evaluación de Edificios, que se extiende, también, a la de presentar dicho Informe, conforme dispone el artículo 9.

 2º.-   En relación con los modelos oficiales del Informe de Evaluación de Edificios, aunque no estén publicados los modelos oficiales descritos en el Anexo III de la Ordenanza, se aclara que son los previstos en el Anexo del Decreto 73/2017.

 Artículo 13. Registro de Edificios.

   
1.-  Alegaciones de la Junta de Extremadura.-

  Con la creación de este Registro municipal de Edificios,  se considera que se puede generar confusión o duplicidad de funciones, teniendo en cuenta la regulación contenida en el Decreto 73/2017.

 Como se ha indicado, se suprime de la Ordenanza municipal la creación del Registro de Edificios, y se sustituye por una nueva regulación que establece la obligación de inscribir en el Registro Autónomo  de los Informes de los Edificios radicados en este término municipal, que se encuentren en algunos de los supuestos previstos en el artículo 5º del  Decreto 73/2017, de 6 de junio.

2.- Informe jurídico de la Junta de Extremadura.

   Se aclara que el contenido de los Informes de Evaluación de Edificios que se deben comunicar al Registro autonómico es el previsto en el Anexo a que hace referencia el artículo 5.2 del Decreto 73/2017, suprimiéndose el modelo de informe que figuraba como Anexo a la Ordenanza.

  Articulo 14.  Infracciones y sanciones.-

 En el  Informe jurídico de la Junta de Extremadura se afirma que este precepto resulta confuso y no contribuye a la seguridad jurídica que se exige a los procedimientos sancionadores.

En primer lugar, el apartado 1º del precepto señala que se establece una mula económica de 600 a 6000 euros a los propietarios que incumplan las previsiones de la Ordenanza. Y a continuación en el apartado 2º se señala que “siempre que no exista previsión expresa de régimen sancionador en la normativa estatal o autonómica”, las infracciones serán sancionadas de acuerdo con la legislación de régimen local de la siguiente manera:

a). Leves, con multa de hasta el 10 por 100 de la cuantía máxima legal.

b). Graves, con multa de hasta el 50 por 100 de la cuantía máxima legal.

c). Muy graves, con multa de hasta el 100 por 100 de la cuantía máxima legal.

Afirma que ello significa que las cuantías previstas en el apartado 1 solo se aplicarán en defecto de previsión estatal o autonómica y se aplican como un máximo y un mínimo en función de la calificación de la infracción.  En este caso, la normativa autonómica no ha tipificado las infracciones por el incumplimiento del deber de presentar el referido informe, de forma particular, ni del deber de conservación, de forma general. Tampoco existe en la normativa estatal previsión al respecto.

Por ello, sostiene que no resulta congruente establecer unas cuantías para las sanciones y a continuación señala que en defecto de previsión expresa en la normativa estatal o autonómica, las sanciones consistirán en multas consistentes en un porcentaje a calcular sobre “ cuantía máxima legal”, por cuanto la base de ese cálculo es la falta de previsión legal. Por ello, concluye, que esta cuantía máxima legal solo puede referirse a la cuantía fijada en el Apartado 1, por lo que a efectos de evitar confusión sería preciso remitirse al apartado anterior o señalar la cuantía máxima mediante un importe concreto.

Por otra parte, considera que los porcentajes establecidos en el apartado 2º juegan como un límite máximo pero no se contemplan límites mínimos para cada clase de infracción, sino tan solo un límite general de 600 euros, y de acuerdo con lo anterior, podría darse la paradoja de que una infracción muy grave sea sancionada con una multa igual a la de una infracción leve.

 Por todo ello concluye que la determinación de las sanciones por incumplimiento de las previsiones de la Ordenanza no es  acorde con el principio de proporcionalidad que ha de regir la potestad sancionadora.

Las observaciones realizadas  en el Informe Jurídico de la Junta de Extremadura deben acogerse. Efectivamente, el artículo 141 de la Ley 7/1985, de Bases de Régimen Local, establece que,  salvo previsión legal distinta, las multas por infracción de las Ordenanzas locales  deberán respetar las cuantías máximas fijadas en dicho precepto, y no existiendo cobertura  legal en la legislación vigente para imponer sanciones superiores a las previstas en dicho artículo, debemos concluir que la cuantía máxima de 6.000 euros no se ajusta a la normativa sobre potestad sancionadora  contenida en la Ley de Bases de Régimen Local.

 Se critica la cláusula de salvaguarda “siempre que no exista previsión expresa de régimen sancionador en la normativa estatal o autonómica”, pero con ella, se pretende cumplir con el principio de legalidad y jerarquía normativa en el sentido que si el legislador hace uso de su potestad sancionadora en éste ámbito,  decae automáticamente el régimen sancionador regulado en la presente Ordenanza, siendo aplicable, en todo caso,  la normativa de superior rango.

 Se procede a dar una nueva regulación a este articulo, siendo la propuesta la siguiente:

 Articulo 14. Infracciones y sanciones.

1.- Las infracciones de esta Ordenanza serán sancionadas, de acuerdo con la legislación del régimen local, de la siguiente forma

a) Leves, con multa de 100,00 a 750,00 euros.

 b) Graves, con multa de 751,00 euros a 1.500,00 euros.

c) Muy graves, con multa de 1.501,00 a 3.000  euros.

2.- ALEGACIONES DEL COLEGIO OFICIAL DE APAREJADORES Y ARQUITECTOS TECNICOS DE CACERES.

 
 A criterio del Colegio,  la redacción del artículo 1, 2 de la Ordenanza debería ser la siguiente:

1.2. El objeto del Informe de Evaluación del Edificio ( IEE) es la comprobación administrativa del cumplimiento por parte de sus propietarios, del deber legal de conservación y rehabilitación a que se refiere el artículo 163 de la LSOTEX  o normativa equivalente, así como las de:

- Evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad universal y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización del edificio  de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas.

- Certificación de la eficiencia energética del edificio con el contenido y mediante el procedimiento establecido para la misma en la normativa vigente, en el caso de edificaciones con tipología residencial de vivienda colectiva  ( Ley 8/2013, de 26 de junio, de Rehabilitación , Regeneración y Renovación Urbana).

La alegación debe ser ESTIMADA.  Ahora bien, se propone otra redacción alternativa, más acorde con el contenido del artículo 29, 1 del Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por RDL  7/2015, de 30 de octubre, que deroga a la legislación que cita: Ley 8/2013, de 26 de junio, y declarado constitucional por el Tribunal Constitucional.

 Se propone la siguiente redacción:

1.2  El objeto del Informe  de Evaluación del Edificio  ( IEE) es la comprobación administrativa del cumplimiento por parte de sus propietarios, del deber legal de conservación y rehabilitación a que se refiere el  artículo 163 de la LSOTEX o normativa equivalente, así como del cumplimiento de la normativa vigente sobre accesibilidad universal y del grado de eficiencia energética de los mismos.

 Articulo 2.- 

 Se propone añadir dentro de la letra c),  el siguiente texto:

  
Y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización del edificio de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas, y eficiencia energética mediante el certificado correspondiente con el contenido y mediante el procedimiento establecido para la misma en la normativa vigente, en el caso de edificaciones con tipología residencial de vivienda colectiva.

   
A criterio de esta Secretaría General, la alegación debe DESESTIMARSE.  Coincidimos con el informe del Sr. Director de Proyectos Estratégicos y Edificación, de la innecesaridad de  incorporar dicha modificación al entender que queda suficientemente definido en la Ordenanza y en el articulo 5.1 b) del Decreto 73/2017.

 Articulo 3º.- 

  
Se considera que se debería realizar los siguientes comentarios o aclaraciones:

 En los inmuebles en régimen de propiedad horizontal o complejo inmobiliario privado, la obligación establecida en el apartado anterior le corresponde a la Comunidad de Propietarios o a la agrupación de Comunidades de propietarios, si estas encargan la realización de la inspección para la totalidad de sus inmuebles respectivos, en estos casos:

· Los propietarios estarán obligados a facilitar el acceso conforme a lo dispuesto en la legislación sobre propiedad horizontal.

· Las inspecciones así realizadas extenderán su eficacia a todos y cada uno de los elementos de los citados inmuebles.

 La redacción propuesta no puede acogerse al haberse declarado inconstitucional el apartado 3º del artículo 29 del  RDL 7/2015, de 30 de octubre, por sentencia del Tribunal Constitucional num. 143/2017, de 14 de diciembre ( STC 143/2017). Por tal razón, se ha propuesto en este informe un nueva redacción a este artículo, en los términos indicados en el Informe jurídico de la Junta de Extremadura.

Articulo 4.

 Propone un texto alternativo para acreditar  la fecha de terminación del edificio:

1. La que figure en el certificado final de obra.

2. La que conste en el acta de recepción de la obra.

3. La fecha de notificación de la licencia de primera ocupación o utilización o, en su caso, la fecha de la cédula de habitabilidad.

4. La fecha que figure en la ficha catastral del edificio.

5.  Cualquier otra fecha que indique la terminación de las obras.

Cuando en el edificio se hayan realizado intervenciones de rehabilitación integral que afecten a la totalidad del mismo, el plazo de presentación del informe de Evaluación , así como el de las sucesivas renovaciones, comenzará a contar a partir de la fecha de terminación de dichas obras.

 Se propone una redacción alternativa con carácter exhaustivo, para determinar la relación de documentos que acreditan la antigüedad del edificio. Se trata de una redacción innecesaria porque en el texto de la ordenanza se establece que se acreditará preferentemente mediante la certificación final de obra y el documento de primera ocupación  o cualquier otro medio de prueba admisible en derecho; cláusula residual que admite los medios propuestos por el Colegio.

No obstante, se propone la siguiente redacción para incorporar expresamente el Acta de recepción de la obra, propuesta  en la alegación:

 “que se acreditará mediante certificado final de obra, documentación de primera ocupación,  acta de recepción de la obra o cualquier  otro medio de prueba admisible en derecho…”
 Articulo 5.-  Capacitación para el informe de los Edificios.

  Propone que el párrafo segundo, quede redactado de la siguiente manera:

 A tales efectos se considera técnico facultativo competente el que esté en posesión de cualquiera de las titulaciones académicas y profesionales habilitantes para la redacción de proyectos o dirección de obras y dirección de ejecución de obras de edificación, según lo establecido en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.

 El texto propuesto sustituiría al párrafo actual de la Ordenanza que establece:

 A tales efectos, se considera técnico facultativo competente el que cumpla con lo establecido en el artículo 30 del Texto Refundido de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por RDL 7/2015, de 30 de octubre.

   De acuerdo con el informe del Sr. Director de Proyectos Estratégicos y Edificación, la alegación debe ser desestimada. La capacitación queda definida en el artículo 30 de dicho  RDL 7/2015, de 30 de octubre, que dice: 

A tales efectos se considera técnico facultativo competente el que esté en posesión de cualquiera de las titulaciones académicas y profesionales habilitantes para la redacción de proyectos o dirección de obras y dirección de ejecución de obras de edificación, según lo establecido en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, o haya acreditado la cualificación necesaria para la realización del Informe, según lo establecido en la disposición final primera.

Pero dicho artículo 30 ha sido declarado inconstitucional por STC  143/2017, de 14 de diciembre, y debe, admitirse, por tanto, la redacción propuesta:

A tales efectos se considera técnico facultativo competente el que esté en posesión de cualquiera de las titulaciones académicas y profesionales habilitantes para la redacción de proyectos o dirección de obras y dirección de ejecución de obras de edificación, según lo establecido en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.
  Se propone un texto alternativo al apartado 3º del artículo 5 de la Ordenanza, para acreditar la competencia del técnico redactor a través de varios medios: visado colegial, certificado del Colegio Oficial correspondiente en la que se haga constar la colegiación del técnico redactor o mediante declaración responsable.

 La redacción propuesta resulta innecesaria. Consideramos suficiente la redacción actual del apartado 3º del artículo 5 de la Ordenanza en el sentido de que la acreditación de la capacitación del técnico facultativo competente deberá realizarse  mediante declaración responsable del mismo en la que se deberá hacer constar la titulación y los datos de colegiación, a la que se acompañara el certificado del Colegio Profesional acreditativo de  dicha colegiación.

 Articulo 7.- Contenido del Informe de Evaluación.

 Dentro de este articulo, considera que se debe incluir una nueva redacción tras el último apartado f).

La alegación debe DESESTIMARSE.

 La regulación del contenido del Informe de Evaluación establecida en el artículo 7 de la Ordenanza, se ajusta plenamente a lo dispuesto en el artículo 29 del Texto Refundido de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por RDL 7/2015,  de 30 de octubre, que decía:

 El Informe de Evaluación que determine los extremos señalados en el apartado anterior, identificará el bien inmueble, con expresión de su referencia catastral y contendrá, de manera detallada:

a) La evaluación del estado de conservación del edificio.

b) La evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad universal y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización del edificio, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas.

c) La certificación de la eficiencia energética del edificio, con el contenido y mediante el procedimiento establecido para la misma por la normativa vigente

 Como puede observarse, el artículo 7 de la Ordenanza hace referencia al contenido anterior, estableciendo que  el IEE identificará el bien inmueble, con expresión de su referencia catastral, la evaluación del estado de conservación del edificio; la evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las personas con discapacidad y la certificación de eficiencia energética. Esto es, regula todos los extremos exigidos legalmente,  y se ajustaba plenamente a dicho artículo, que ha sido declarado inconstitucional por STC 143/2017.

 La declaración de inconstitucional exigirá a la Comunidad Autónoma de Extremadura la regulación del contenido del IEE, y hasta en tanto no se proceda a  dicho desarrollo normativo, no conviene modificar la actual redacción, que se acomoda a lo dispuesto en el apartado 1º del artículo 29 del RDL 7/2015, que ha sido declarado constitucional.

 Artículo 8.-    Evaluación y resultado del Informe de Evaluación.

  Se propone la inclusión de un punto específico relativo a  toma de medidas urgentes.

 De acuerdo con el informe del Sr. Director de Proyectos Estratégicos y Edificación, que considera suficiente el texto de la Ordenanza con respecto a las medidas urgentes, que tienen, además, otras incidencias administrativas como declaración de ruina, orden de ejecución, grado de protección de los bienes inmuebles,  se propone su desestimación.

 Disposición Transitoria Primera.

 Se propone la inclusión en la Ordenanza de una disposición transitoria sobre el calendario de realización de los informes de Evaluación  de Edificios.

 Consideramos que no procede aceptar la alegación al haberse declarado inconstitucional  por STC 143/2017,   la Disposición Transitoria 2ª del RDL 7/2015, de 30 de octubre, debiéndose de esperar a la regulación que deberá realizar la Comunidad Autónoma en la materia, es decir, a fijar el calendario para exigir el cumplimiento de presentación de los Informes de Evaluación de Edificios.    

Es cuanto tengo que informar.”
El Sr. Ibarra, concejal de Ciudadanos, propone que el asunto sea dejado sobre la mesa pendiente de la aprobación del correspondiente Decreto por parte de la Junta de Extremadura en el que se establezcan los plazos de presentación del informe, puesto que es la parte más importante de esta cuestión. 

El Sr. Secretario informa que la Ordenanza se ajusta a las prescripciones del Decreto de la Junta de Extremadura y que deja una referencia a la futura normativa autonómica que marque los plazos, considerando legal esta remisión. 

El Sr. Licerán del Grupo Socialista manifiesta que no se van a oponer a esta Ordenanza al entender que no es malo adelantar el trabajo y hacer la remisión al Decreto que se apruebe. 

Se somete a votación que el asunto sea dejado sobre la mesa, resultando por la COMISIÓN, un voto favorable a que el asunto sea dejado sobre la mesa del concejal de Ciudadanos, dos en contra de los dos miembros presentes del Grupo Popular y tres abstenciones de los dos del Grupo Socialista y del de CácERES TU, no dejándose el asunto sobre la mesa y procediéndose a la votación del dictamen sobre el mismo. 

La COMISIÓN, tras breve debate, por cuatro votos favorables de los dos miembros del Grupo Popular y los dos del Grupo Socialista, la abstención del de CácERES TU, y un voto en contra del de Ciudadanos, por considerar que se debe dejar el asunto sobre la mesa pendiente de la aprobación del correspondiente Decreto por parte de la Junta de Extremadura en el que se establezcan los plazos de presentación del informe, vistos los informes obrantes en el expediente, dictamina favorablemente la contestación de las alegaciones en el sentido del informe jurídico trascrito, y que sea aprobada definitivamente la Ordenanza Reguladora de Evaluación de Edificios. 
OTROS ASUNTOS

5º.- 
Ruegos y Preguntas
El Sr. Licerán, del Grupo Socialista, pregunta por la situación de las pistas de skate de La Mejostilla y por la contestación a una queja que se ha presentado diciendo que pertenecen a la Junta de Extremadura. 
El Sr. Pacheco, Presidente de esta Comisión, contesta que debe haber sido un error de quien haya contestado y pide que se envíe la queja para ser estudiada en el Ayuntamiento. 

El Sr. Ibarra, de Ciudadanos, pregunta por la situación del expediente de paralización de las obras y que al parecer se ha emitido un informe de minas diciendo que no hay incumplimiento. 
El Sr. Pacheco, contesta que se han enterado por la prensa y que oficialmente no se ha recibido nada, estándose a la espera de los diferentes informes sectoriales que se han solicitado para resolver dicho expediente.

El Sr. Ibarra, de Ciudadanos, pregunta por la tramitación de la modificación de la Ordenanza de ruidos para reducir las distancias mínimas y superficies de las actividades recreativas, tal como se vio por esta Comisión.

El Sr. Pacheco, contesta que está pendiente de informes técnicos y que se traerá a esta Comisión. 

El Sr. Calvo de CácERES TU, pregunta por la situación del expediente de modificación del PGM para la mina de Valdeflores. 

El Sr. Pacheco contesta que se está valorando su admisión a trámite para lo que se están redactando los correspondientes informes técnicos en la Sección de Planeamiento y en Urbanismo.

El Sr. Licerán ruega al Sr. Presidente de la Comisión a que le pida a la Sra. Alcaldesa a que se manifieste en la misma línea y no diga que se está tramitando cuando lo que se está viendo es su admisión a trámite. 
 Y no habiendo más asuntos que tratar, por el Sr. Presidente de la Comisión se da por finalizada la sesión, siendo las doce horas y cuarenta minutos, de la que se extiende la presente acta y de todo lo cual como Secretario doy fe. 
Página 1 de 30

